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Acta No. 451 del 16 de septiembre de 2016

Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00853-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela promovida por el señor Óscar Héctor Quintabani Faggionali, por medio de apoderado judicial, contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el señor Jhon Omar Candamil Calle, en su calidad de liquidador de la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira, CORPEREIRA y los acreedores que intervienen en el proceso de liquidación judicial promovido por esta última, en el que encuentra el demandante lesionados sus derechos.

A N T E C E D E N T E S

1.- Relató la parte actora los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira se tramita el proceso de liquidación de la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira, CORPEREIRA, en el cual, el 12 de julio de 2016, se continuó con la audiencia para el reconocimiento de créditos y establecimiento de derechos de voto y en la que el apoderado del aquí demandante  interpuso recurso de reposición con la finalidad de reclasificar el crédito, de quinta a primera categoría, por tratarse de una acreencia de naturaleza laboral.
1.2 El Juzgado Quinto Civil del Circuito no revocó su decisión y negó la interposición del recurso de apelación por no ser procedente. 

1.3 En la referida audiencia, el apoderado del actor elevó solicitud de nulidad, la que justificó en el desequilibrio frente a las anteriores actuaciones y en que se pretende desnaturalizar una obligación laboral que satisfacen los elementos propios de un contrato.

1.4 En razón a que no se declaró la nulidad solicitada, el citado profesional interpuso recurso de queja, el que se abstuvo de conceder el juzgado accionado y frente a esa situación, dejó por sentado la clara verificación de una vía de hecho al no conceder ese medio de impugnación.
1.5 En el trascurso de la audiencia el citado despacho judicial vulneró el debido proceso, dado que impidió al accionante considerar la clasificación de su acreencia en el orden que corresponde, por la actividad laboral desempeñada como técnico deportivo desarrollada personalmente, cuyo contrato fue rescindido por las partes el 26 de abril de 2010, el que hace referencia a actividades laborales, criterio que debe primar para amparar el derecho fundamental al trabajo y al mínimo vital y móvil, los que se verán afectados al no recibir el pago de las acreencias en el orden de prelación que corresponde, en virtud del principio de primacía de la realidad frente a las formas.
1.6 Es de conocimiento público que Oscar Héctor Quintabani Faggionali estuvo vinculado mediante contrato de trabajo a la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira, CORPEREIRA, en calidad de técnico de fútbol, desde el 1º de junio de 2009 hasta el 31 de julio de 2011, vinculo que feneció el 26 de abril de 2010 cuando el citado señor, Mario de Jesús Arboleda Díaz y Bernardo Antonio Gómez Gómez suscribieron acuerdo de rescisión de contrato, en el que las partes acuerdan darlo por terminado “para el día 16 de mayo de 2010” y los representantes de la referida Corporación, se obligan a cancelarle $380.102.224 como contraprestación por los servicios personales que prestó.
2.- Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección solicita: a) se declare la nulidad de lo actuado; b) se conceda el recurso de queja y c) se reconozca el derecho que tiene para la reclasificación a primera clase de su acreencia, derivada de las obligaciones laborales por contrato suscrito con la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira, CORPEREIRA.  

ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Mediante proveído del 5 de septiembre último se admitió la acción; se decretaron pruebas y se ordenaron las notificaciones de rigor. Posteriormente se dispuso vincular al señor Jhon Omar Candamil Calle, en su calidad de liquidador de la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira, CORPEREIRA y a los acreedores que intervienen en el proceso de liquidación judicial promovido por esta última, en el que encuentra el demandante lesionados sus derechos.

2.- En el trámite de la acción de tutela, se produjeron los siguientes pronunciamientos:
2.1 El señor Jhon Omar Candamil Calle, en su calidad de liquidador de la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira, CORPEREIRA, lo hizo respecto de cada uno de los hechos de la tutela, los que aceptó parcialmente, y se opuso a las pretensiones. Después de referirse a los derechos al debido proceso y de defensa, manifestó que al actor se le negaron sus peticiones porque “al hacer uso de su debido proceso, fue realizado de forma errónea” y por tal razón, el juzgado las despachó de manera desfavorable y que como liquidador, no le ha desconocido ningún derecho. También adujo que por medio de la tutela no pude accederse a lo que pide el demandante, quien ya había formulado otra, que le fue negada. 
3.- La funcionaria accionada y los demás vinculados guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedibilidad de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedibilidad de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela, pues la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; el demandante interpuso los recursos que eran procedentes contra las decisiones en las que encuentra la vulneración de sus derechos; el amparo se solicitó de manera oportuna y no se trata de tutela contra tutela.

En relación con los requisitos específicos, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha enseñado que la acción de tutela no es vía alterna para modificar las interpretaciones judiciales que en el marco de su autonomía e independencia hacen los jueces, autorizados por el artículo 230 de la Constitución Nacional, a no ser que en su ejercicio se configure una vía de hecho. 

“…Frente a las interpretaciones que realizan las diferentes autoridades judiciales en sus providencias, la intervención del juez constitucional es muy limitada y excepcional pues se encamina a comprobar que la actuación es tan arbitraria que ha desbordado el principio de autonomía judicial en perjuicio de los derechos fundamentales de alguna de las partes de la litis. Esta proposición fue desarrollada en la sentencia T-1222 de 2005 en los siguientes términos:

“(...) En este sentido, no sobra indicar que, en todo caso, los jueces civiles son intérpretes autorizados de las normas que integran esta rama del derecho y el juez constitucional no puede oponerles su propia interpretación salvo que se trate de evitar una evidente arbitrariedad o una clara violación de los derechos fundamentales de las partes. En este caso el juez constitucional tiene la carga de demostrar fehacientemente la existencia de una vulneración del derecho constitucional de los derechos fundamentales como condición previa para poder ordenar la revocatoria de la decisión judicial impugnada.

En suma, ante una acción de tutela interpuesta contra una decisión judicial por presunta arbitrariedad en la interpretación del derecho legislado -vía de hecho sustancial por interpretación arbitraria- el juez constitucional debe limitarse exclusivamente a verificar que la interpretación y aplicación del derecho por parte del funcionario judicial no obedezca a su simple voluntad o capricho o que no viole los derechos fundamentales. En otras palabras, no puede el juez de tutela, en principio, definir cuál es la mejor interpretación, la más adecuada o razonable del derecho legislado, pues su función se limita simplemente a garantizar que no exista arbitrariedad y a proteger los derechos fundamentales y no a definir el sentido y alcance de las normas de rango legal.”

Adicionalmente, bajo los mismos parámetros, la sentencia T-1108 de 2003 clasificó el conjunto de situaciones en las cuales es posible engendrar la arbitrariedad de una interpretación y, por tanto, el asomo de un defecto material o sustantivo:

“Así las cosas, y teniendo presente la sentencia T-441 de 2003, la procedibilidad de la tutela contra sentencias judiciales, por razones interpretativas, se limita a una de cuatro situaciones:

a) Se interpreta un precepto legal o constitucional en contravía de los precedentes relevantes en la materia o se aparta, sin aportar suficiente justificación.

b) La interpretación en sí misma resulta absolutamente caprichosa o arbitraria.

c) La interpretación en sí misma resulta contraria al ordenamiento constitucional, es decir, la propia interpretación es inconstitucional.

d) La interpretación, aunque admisible, conduce, en su aplicación, a resultados contrarios a la Constitución, como, por ejemplo, conducir a la violación del debido proceso constitucional.”

Para concluir, en la sentencia bajo cita se insistió en que la interpretación de las disposiciones aplicables a un proceso corresponde de manera exclusiva al juez ordinario. Por ello, recalcó que sólo en las anteriores situaciones, siempre que la anomalía sea plenamente demostrada por el demandante, podrá intervenir el juez constitucional a través de la acción de tutela…”
. 

Están pues los jueces autorizados para interpretar las normas en las que edifican sus decisiones y por ende, el ejercicio de tal facultad no constituye una vía de hecho que justifique la intervención del juez constitucional cuando sus apreciaciones no coinciden con las de las partes, a menos de revelarse arbitrarias, abusivas o caprichosas, en los términos indicados en la jurisprudencia antes transcrita.
3.- Las pruebas incorporadas al proceso acreditan los siguientes hechos:

3.1.- El día 12 de julio de 2016, el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira continuó la audiencia sobre reconocimiento de créditos  y establecimiento de derechos de voto, en el proceso de liquidación judicial promovido por la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira, CORPEREIRA
. En tal acto, el apoderado judicial del accionante formuló recurso de reposición porque el crédito del citado señor es laboral y aunque fue objeto de la convención, las partes no están facultadas para desnaturalizarlo y transformarlo en una obligación civil o mercantil, lo que vulnera el artículo 53 de la Constitución y debe darse prevalencia a la forma sobre la realidad. Además ese acuerdo no pudo ser objeto de revisión judicial por cuanto los efectos de la ley 550, impidieron la formulación de las demandas respectivas y solo ahora se está frente al escenario apropiado para que ese desconocimiento de derechos constitucionales sea revertido
.

3.2.- La funcionaria accionada no repuso la decisión. Para resolver así indicó que el contrato de prestación de servicios está gobernado por la legislación civil y no la laboral, de tal manera que no le es aplicable el Código Sustantivo del Trabajo. Explico que el señor Óscar Héctor Quintabani Faggionali firmó un documento en el que, de forma voluntaria, rescindió el contrato de prestación de servicios profesionales que lo unía con la deudora “y, para hacer exigibles las obligaciones que de él se derivaron deberá acudir, necesariamente, a un proceso ejecutivo”. También dijo que no ha desconocido el artículo 53 de la Carta, pues ese argumento “se cae frente a la voluntad clara y expresa del señor Héctor Oscar Quintabani de rescindir su contrato de prestación de servicios… No se alegó ni existe prueba en contrario, de que se hubiere presionado o coaccionado al citado ciudadano a firmar ese documento. Y es cierto que con fundamento en la ley 550 de 1999 el acuerdo a que llegaron las partes en relación con rescindir el contrato… no podía ser objeto de revisión judicial, por cuanto algunos efectos de la ley 550 es que no se debía iniciar ningún proceso de ejecución contra el empresario y que se suspenderían los que se encontraran en curso, quedando legalmente facultados el promotor y el empresario para alegar individual o conjuntamente la nulidad del proceso o pedir su suspensión al juez competente (Artículo 14), también que cuando se llevó a cabo el Acuerdo de Reestructuración (sic) ante la Superintendencia de Sociedades… el crédito del citado ciudadano se clasificó en la categoría de "OTROS" y no en la primera… sin que se presentara objeción alguna, por lo que se entiende que estuvo conforme con ello
.
3.3.- El apoderado del actor solicitó entonces “recursos de nulidad”, toda vez que encuentra un desequilibrio frente a las anteriores actuaciones y se pretende desnaturalizar una obligación laboral, la cual cumplía con los elementos del contrato, como lo son la prestación del servicio de manera personal, la subordinación, el cumplimiento de horario y el pago de una retribución mensual. Solicitó “nulidad de lo presentado frente al recurso de reposición. Y los anteriores que no reconocieron la acreencia laboral
.

3.4.- La jueza demandada se negó a dar trámite a la solicitud de nulidad porque no se indicó cuál de aquellas que enlista de manera taxativa el artículo 133 del Código General del Proceso se propone, sin que encuentre que en alguna de ellas pueda enmarcarse
.

3.5.- Frente a esa decisión, el apoderado del aquí demandante, interpuso recurso de queja “ante el Superior”. Solicitó al “honorable Tribunal que se trata de una nulidad constitucional y la pueda conceder basada en los hechos que anteriormente se expusieron, y que puedan tener  en cuenta el principio del contrato realidad”
.

3.6.- La funcionaria accionada consideró que tal recurso resultaba improcedente conforme al artículo 352 del Código General del Proceso, que lo consagra respecto del auto que niega una apelación y no fue este  recurso que se haya interpuesto frente a la decisión que resolvió la solicitud de nulidad; respecto de esa providencia tampoco procede ese medio de impugnación de acuerdo con el parágrafo 1°-4 del artículo 6 de la ley 1116 del 2006
.
4.- De los argumentos consignados en la decisión en la que encuentra el demandante lesionados sus derechos, se infiere que la funcionaria accionada, al resolver las diferentes solicitudes que elevó el apoderado del aquí accionante, de acuerdo con el poder discrecional que le concede la ley, adoptó una interpretación jurídica con relación a los asuntos controvertidos, la que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho.

En efecto, la negativa del juzgado en reclasificar el crédito que cobra el accionante en el proceso a que se hace referencia, se fundamentó en pruebas incorporadas al mismo, en las normas de procedimiento que consagra la ley 1116 del 2006 y en aquellas que regulan el trámite de las nulidades y del recurso de queja, concretamente aplicó los artículos 133 y 352 del Código General del Proceso.

En consecuencia, sea que se compartan o no las decisiones adoptadas, no se vislumbra situación excepcional en el análisis que realizó, que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que las conclusiones a que sobre los puntos llegó, no se tornan caprichosas o arbitrarias, ni contrarias al ordenamiento constitucional. 
Pretende entonces el demandante replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de la decisión que le resultó adversa, lo que no resulta posible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar las providencias a que se ha hecho alusión porque el aquí demandante no está de acuerdo con ellas, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de acuerdo con el artículo 228 de la Constitución Nacional. 

En consecuencia, como en este caso no se ha configurado ninguna de las causales específicas que hagan procedente la tutela frente a decisiones judiciales y no se desconoció el principio de legalidad que justifique la intervención del juez constitucional, se negará el amparo solicitado.
5.- Para terminar, considera la Sala necesario señalar que aunque el liquidador de la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira, CORPEREIRA, informó que el accionante había formulado con anterioridad otra acción de tutela, se pudo comprobar que no hay temeridad de su parte, pues aquella a que se refiere y cuya copia se aportó a la actuación
, la formuló el citado señor contra la Superintendencia de Sociedades, el señor Alonso Acuña Arango y la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira, CORPEREIRA, en el proceso de reestructuración de la última entidad, mientras que la que ahora se decide, se propuso frente a providencias judiciales adoptadas en el proceso de liquidación de la misma sociedad. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Negar la acción de tutela promovida por el señor Óscar Héctor Quintabani Faggionali, contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el señor Jhon Omar Candamil Calle, en su calidad de liquidador de la Corporación Social, Deportiva y Cultural de Pereira, CORPEREIRA y los acreedores que intervienen en el proceso de liquidación judicial promovido por esta última.

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO.- De no ser impugnada esta sentencia, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


(Ausente con causa justificada)


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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